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Destacamos también las resoluciones dictadas por el Defensor del Pueblo Andaluz que, aunque tuvieron 
respuesta por parte de los organismos a los que nos dirigimos, no fueron aceptadas por estos:

• Resolución relativa a la dificultad para acceder a unas viviendas, debido a que la calle se encuentra sin 
asfaltar, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Guadix (Granada) en el curso de la queja 
13/3878.

• Resolución relativa a la disconformidad con la legalización de obras que no contaban con la debida 
licencia urbanística, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Albox (Almería) en el curso de 
la queja 14/5997.

• Resolución relativa a la disconformidad con una sanción de tráfico, al no existir la señal que informara 
de la prohibición, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Algeciras (Cádiz) en el curso de la 
queja 15/0620

• Resolución relativa a la falta de respuesta ante una denuncia por delito urbanístico, dirigida a la Alcaldía-
Presidencia del Ayuntamiento de Marbella (Málaga) en el curso de la queja 15/0822

• Resolución relativa a la carencia de acerado de la vía que comunica dos núcleos de población  de una 
barriada, dirigida a la Consejería de Fomento y Vivienda en el curso de la queja 15/5662.

• Resolución relativa a la implantación, en una zona de estacionamiento regulado en los aledaños al Hospital 
Comarcal de Riotinto (Huelva), en el que se presta servicios a localidades de la zona norte de la provincia 
onubense, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Minas de Riotinto (Huelva) en el curso de 
la queja 16/1508 (a esta queja se acumularon las quejas 16/1415 y 16/1418).

...

1.13 VIVIENDA
1.13.1 Introducción
...

En estas situaciones de extrema necesidad, los servicios sociales con cargo a sus propios fondos conceden 
las conocidas como ayudas de emergencia al alquiler. Sin embargo, dado que estos fondos son escasos, 
la ayuda que se presta con cargo a los mismos es puntual. Así, en aquellos supuestos en los que la familia 
está afectada por un procedimiento de desahucio, el pago de algunos meses de renta adeudada, puede 
retrasar el mismo, pero no evitarlo.

En estos supuestos, los Servicios Sociales conceden ayudas económicas para pagar el mes de fianza y uno 
o dos meses de renta, con la complicación adicional de que las personas propietarias de viviendas libres, 
suelen ser bastante renuentes a alquilar a personas sin garantía económica alguna, lo que dificulta aún más 
si cabe el buscar soluciones habitacionales en el mercado libre, aparte de los precios de la renta, bastante 
elevados para el perfil de la que percibimos como la actual demanda.

No obstante, conocemos que algunos Ayuntamientos, con cargo exclusivo a los presupuestos municipales, 
han puesto en marcha planes de ayuda al alquiler para las familias sin recursos, algunos de los cuales 
pueden llegar hasta cubrir un plazo máximo de tres años de rentas, tiempo que puede ser adecuado 
para que la familia inicie su recuperación y alcance una estabilidad económica que le permita mejorar sus 
condiciones de vida y poder llegar a prescindir de la ayuda de la administración. Se trata de ejemplos de 
buenas prácticas de administraciones municipales sensibilizadas con las necesidades habitacionales de 
su comunidad vecinal.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-aclare-quien-es-el-titular-de-los-terrenos-de-acceso-a-las-casas-cueva-de-guadix-y-los
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-aclare-quien-es-el-titular-de-los-terrenos-de-acceso-a-las-casas-cueva-de-guadix-y-los
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-de-albox-que-actue-ante-la-denuncia-al-parecer-por-unas-obras
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-revise-el-cobro-por-deposito-de-vehiculo-si-no-se-ha-informado-de-su-retirada-en-el-plazo-que
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamiento-de-marbella-malaga-que-impulse-las-actuaciones-necesarias-ante-las-denunicas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamiento-de-marbella-malaga-que-impulse-las-actuaciones-necesarias-ante-las-denunicas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-ayuntamiento-que-reconsiderare-la-zona-ora-del-hospital-de-riotinto
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...

1.13.2.1 Necesidad de vivienda
En cuanto a la necesidad de vivienda, el panorama detectado a través de las numerosas quejas que se han 
recibido en esta institución durante este año 2016 continúa siendo desolador. El drama de los desahucios 
y lanzamientos de vivienda, bien como consecuencia de un procedimiento de ejecución hipotecaria, 
bien por impago de rentas de alquiler, se ha convertido en un problema de una grave dimensión social, y 
porque no decirlo, de difícil solución. 

Es por ello, que son incontables, a la vez que escalofriantes, el número de personas que llevan solicitando 
una vivienda protegida pública durante muchos años, personas que cumplen con los requisitos exigidos 
legalmente, unidades familiares en las que conviven personas menores, mayores o discapacitadas, sectores 
de la población que demandan una mayor protección por parte de los poderes públicos y que sin embargo, 
no ven satisfecho su derecho a disfrutar de una vivienda digna.

Son estas personas las que solicitan el amparo de esta Defensoría, ante su más absoluta desesperación 
e impotencia frente a una administración pública que, en su opinión, hace oídos sordos ante su precaria 
y debilitada situación. Son personas que viven en la calle, hacinados en casas de familiares o amigos, y en 
muchas ocasiones nos encontramos con familias separadas al no poder ser acogidos todos los miembros 
de una misma unidad familiar, personas que viven en albergues municipales, no considerándose estos 
lugares los más idóneos para el desarrollo de la vida de personas menores.

Ante estas situaciones desesperadas y extremas, son muchas las personas que recurren a la ocupación de 
forma irregular de aquellas viviendas desocupadas, en su mayoría propiedad de las entidades bancarias, 
y de la administración.

Así, hemos de destacar, como ya venimos haciendo en Informes anteriores, que la pobreza o extrema 
pobreza que afecta a un sector de población, dirige la demanda de vivienda protegida a las viviendas 
de segunda adjudicación o viviendas en régimen de alquiler social, es decir, a aquellas viviendas en 
su mayoría de titularidad de la administración autonómica, muy escasas en número y, que se adjudican a 
propuesta de los servicios sociales en atención a criterios de extrema necesidad.

Frente a esta situación nos encontramos, como ya hemos apuntado, con una administración pública 
debilitada, incapacitada estructural y presupuestariamente para atender la demanda de vivienda social 
que le llega, aunque sí podemos observar que los poderes públicos no son ajenos a esta situación, y tratan 
de aunar sus esfuerzos con el propósito de prestarles apoyo, a través de la creación de las las oficinas en 
defensa de la vivienda o de asesoramiento de los deudores hipotecarios. También, los ayuntamientos, a 
través de los servicios sociales, suelen ofrecer ayudas de emergencia al alquiler, -ayudas de escasa cuantía 
y limitadas en el tiempo- con el propósito de que la persona que carece de vivienda, pueda buscar una 
vivienda en el mercado libre.

En esta misma línea, y tratando de dar una respuesta a la nueva situación económica se han desarrollado los 
nuevos planes de vivienda tanto estatales como el nuevo plan de vivienda y rehabilitación de Andalucía 
de reciente aprobación, en virtud del Decreto 141/2016 de 2 de agosto. De esta forma, es de destacar, 
que estos planes de vivienda, se centren fundamentalmente en el fomento del alquiler, para cubrir las 
demandas y necesidades de una población empobrecida. También, ante la paralización del sector de la 
construcción y de las nuevas promociones, apuestan por el fomento de la rehabilitación de edificios y 
viviendas para que puedan cumplir con su función social.

Ante este panorama absolutamente desolador y trágico, y nuestra especial sensibilidad hacía los grupos más 
vulnerable, ha llevado a esta Institución, en el ejercicio de su función garante de los derechos constitucionales, 
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a exigir de las administraciones implicadas la necesidad de buscar nuevas formulas de resolución de este 
conflicto social, que no pueden tener otro propósito que ampliar el parque público de vivienda. No podemos 
tolerar que existan personas, que vivan en condiciones de absoluta precariedad habitacional.

Prueba de la realidad expuesta, y a título meramente enunciativo, que no limitativo, lo son las siguientes 
quejas:

• Queja 15/5309. La interesada, nos exponía que al haber empeorado su situación económica, y carecer de 
ninguna fuente de ingresos, tuvo que abandonar la vivienda donde vivía en régimen de arrendamiento. 
A partir de ese momento estaba viviendo en el coche, en condiciones indignas, y añadía que se encontraba 
gravemente enferma, estando a la espera de que se le practicase un trasplante de hígado.

El Ayuntamiento de La Palma del Condado nos informó que se había activado el protocolo diseñado en 
estas situaciones, a la vez que se orientó a la interesada para que pudiese acceder a la página web de la 
obra social La Caixa, por si existiera alguna vivienda disponible que le pudiera interesar.

• Queja 16/2070. En esta queja la persona manifiesta que encontrándose en riesgo de exclusión social, junto 
a su mujer y su hijo de 2 años de edad, le fue concedida por el Instituto Municipal de la Vivienda una ayuda 
de emergencia al alquiler. Sin embargo dicha ayuda era irrealizable, toda vez que no podría encontrar 
a ningún propietario, en el mercado libre, dispuesto a alquilar su vivienda a personas sin recursos.

Pues bien, tras la investigación realizada pudimos observar que por parte del Instituto Municipal de la 
Vivienda de Málaga, se había activado el protocolo diseñado para los casos de emergencia habitacional, si 
bien no disponían de vivienda que poder ofrecerle.

• Queja 16/1091: aquí la interesada manifestaba que estaba viviendo en un albergue municipal, separada 
de su hija de 17 años de edad, que vivía con sus padres. Decía también que, había cursado a los servicios 
sociales que le permitiera pasar al módulo de familia para así poder estar junto a su hija, pero su 
petición fue denegada, por considerase más beneficioso para la menor la alternativa habitacional en la 
que se encontraba.

Posteriormente, solicitó que se le concediera un ayuda de emergencia al alquiler, a fin de poder formalizar 
un contrato de arrendamiento en el mercado libre. Desde los servicios sociales se nos informó, que le 
había sido concedida a la interesada la ayuda solicitada, lo que le permitió alquilar una vivienda en la que 
vivía con su pareja y su hija.

• Queja 16/2972. Exponía el interesado que habiendo tenido que abandonar la vivienda de su propiedad 
tras un procedimiento de ejecución hipotecaria, se había visto obligado a ocupar de forma irregular una 
vivienda de titularidad privada, por lo que había sido denunciado por delito de usurpación.

Explicaba, que esta situación afectaba además a su mujer e hijos de 10, 7 y 2 años de edad, la segunda de 
ellos afectada de espina bífida, con 68% de discapacidad. Los ingresos con los que contaba la unidad familiar 
ascendían a 280 euros, en concepto de pensión por discapacidad reconocida a su hija y, 500 euros por el 
trabajo que obtenía de su ocupación habitual. Por último exponía que había solicitado en varias ocasiones 
de Emvisesa que se le adjudicase una vivienda protegida, sin que hubiese sido atendida su petición.

La presente queja fue admitida a trámite, encontrándonos a la fecha de redacción de estas líneas a la 
espera de recibir el informe solicitado de Emvisesa.

• Queja 16/0012. En esta ocasión, la interesada exponía en su queja, que su unidad familiar, integrada 
por su marido y sus dos hijos de 6 y 4 años de edad, tenían arrendada una vivienda en el mercado libre, 
y añadía que su precaria economía -ella y su marido se encontraban desempleados- les había impedido 
atender el pago de la cuota arrendaticia, cuestión ésta por la que la parte arrendadora había promovido 
un procedimiento de desahucio contra ellos. No teniendo ningún sitio donde ir.



Desglose por materias · IAC 2016 1. Administraciones Locales · 94

Denunciaba, que tras solicitar ayuda del Ayuntamiento de La Carolina y de la Diputación de Jaén, había 
obtenido como respuesta que al no tener ingresos no podía acceder a una vivienda de promoción pública, 
toda vez que se debe acreditar la capacidad económica suficiente para atender el pago de la renta.

• Queja 16/0774. La interesada exponía que era madre soltera, y vivía con sus dos hijos menores, en el 
domicilio de su madre en el que también vivían su pareja y su hermana de 19 años . Contaba que vivían 
hacinados 6 personas en un piso de 60 metros cuadrados. Finalmente exponía que llevaba cinco años 
solicitando de los servicios sociales una solución a su problema habitacional.

Admitida a trámite la queja y tras solicitar informe de la Delegación de Bienestar y Empleo del Ayuntamiento 
de Sevilla, podemos observar como una vez más se había activado el protocolo establecido, incluyendo a la 
interesada en el listado de familias en proceso de intervención social y con urgente necesidad de vivienda. 
Sin embargo, y pese haberse acreditado el estado de necesidad, y la existencia de menores afectados, 
lo cierto es que no existía vivienda que poder ofrecerle, más allá de determinadas ayudas puntuales 
que se le han reconocido con el propósito de atender sus necesidades más básicas.

1.13.2.2 Mediación con las entidades financieras
...

Con el propósito de contribuir a la búsqueda de soluciones al grave problema habitacional que afecta a los 
sectores más vulnerables de la población, y haciendo uso de nuestra labor mediadora, nos hemos reunido 
con las entidades financieras, tratando de articular soluciones al amparo de la legalidad vigente.

En esta línea es en la que se incardina la puesta en marcha en el ejercicio 2016 de una queja de oficio -queja 
15/6039- iniciada, con la finalidad de conocer las actuaciones que estaban llevando a cabo las Administraciones 
Públicas andaluzas, con respecto a la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria, en adelante la SAREB, para la cesión de viviendas para destinarlas a fines sociales.

Dicha investigación se inició ante los Ayuntamientos de las capitales de provincias de Andalucía, además 
de los siguientes: Roquetas de Mar, El Ejido, Jerez de la Frontera, Algeciras, San Fernando, El Puerto de 
Santa María, Chiclana de la Frontera, Sanlúcar de Barrameda, La Línea de la Concepción, Motril, Linares, 
Estepona, Marbella, Vélez-Málaga, Mijas, Fuengirola, Torremolinos, Benalmádena, Dos Hermanas, Alcalá 
de Guadaíra, Utrera, y ante las Diputaciones Provinciales de las ocho capitales de provincia de Andalucía.

La finalidad que se perseguía, con respecto a cada una de las Administraciones afectadas era la siguiente:

1. Conocer si habían efectuado requerimiento a SAREB para la cesión de viviendas para destinarlas a fines 
sociales o, en su caso, los motivos por los que no lo habían hecho.

2. Analizar las previsiones de la SAREB con respecto a la cesión de vivienda a autonomías y municipios.

3. Conocer si las administraciones locales se habían acreditado como entidades colaboradoras del Fondo 
Social de la Vivienda, así como el resultado que había dado dicha colaboración en los respectivos municipios 
desde la puesta en marcha del FSV.

La mentada actuación de oficio, se apoyaba en la comparecencia del presidente de la Sociedad de Gestión 
de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria (SAREB), en la Comisión de Economía del Senado, 
en la que anunció que dicha entidad traspasaría de forma temporal la gestión de 2.000 viviendas a las 
administraciones regionales y locales para destinarlos a usos sociales. Estas 2000 viviendas se sumaban a 
otro número similar de viviendas que la SAREB destinó en 2013 para el mismo fin.

La cesión de viviendas requiere la firma de un convenio con una administración territorial (autonómica 
o local), a las que se ceden las viviendas con el compromiso de aceptación de una serie de condiciones 
como pueden ser el pago de una contraprestación a SAREB para la cobertura de los gastos de comunidad, 
seguros, tasas y tributos vinculados a la propiedad, así como que la Administración firmante se hará cargo 
de los gastos de gestión y administración de las viviendas.

queja%2015/6039
queja%2015/6039
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Al momento de iniciar la presente actuación teníamos constancia, según la información facilita por la propia 
SAREB, de la firma de convenios para la cesión de vivienda a las Comunidades Autónomas de Cataluña (900 
viviendas), Aragón (80), Galicia (50), País Vasco (10), Islas Baleares (75), Castilla y León (100) e Islas Canarias 
(50). La SAREB también había firmado un convenio con una Fundación, por el que facilitaba la venta de 
una promoción de 8 viviendas ubicada en un municipio de Valencia y que irán destinadas a personas con 
discapacidad intelectual.

Asimismo, el pasado 16 de diciembre de 2015, se firmó el primer convenio con una Administración local, 
el Ayuntamiento de Barcelona, para la cesión de 200 viviendas.

En cuanto a Andalucía, esta Institución tenía constancia a través de algunas noticias aparecidas en medios 
de comunicación, que la Consejería de Fomento y Vivienda estaba negociando con la SAREB la firma de un 
convenio de cesión de viviendas para usos sociales. Sin embargo, dicho convenio no se había materializado. 
En cuanto al ámbito local, teníamos igualmente constancia, a través de los medios de comunicación, de 
negociaciones entre el ayuntamiento de Córdoba y la SAREB, pero desconocíamos si había iniciadas 
actuaciones por parte de otras Administraciones locales.

Por otro lado, otra vía para la puesta a disposición de viviendas para alquileres sociales es la del Fondo 
Social de la Vivienda, originado por un Convenio que el 17 de enero de 2013 firmaron los Ministerios de 
Economía y de Servicios Sociales con las principales entidades bancarias de España, mediante el que el 
Gobierno trató de que fuera habitado parte del parque de viviendas vacías que las entidades financieras 
tenían en cartera, en régimen de alquiler social por familias que habían perdido su casa y que se encontraban 
en riesgo de exclusión social.

Este convenio, ante las dificultades de acceso de muchas personas a las viviendas puestas a disposición, 
había sido modificado, con la intención de ampliar el número de posibles personas beneficiarias de las 
medidas contenidas en el mismo.

En el procedimiento de asignación de las viviendas existentes cabía la participación de los Ayuntamientos o de 
las Diputaciones Provinciales, siempre que se hubiesen adherido formalmente al Convenio con anterioridad.

Por último, destacar que la necesidad de incorporar un mayor número de viviendas para alquiler social al 
escaso número existente actualmente en el parque público de viviendas de Andalucía es una constante 
que viene siendo reiterada por el Defensor del Pueblo Andaluz.

A la fecha de redacción de este Informe aún no se han recibido todos los informes solicitados de los 
organismos implicados.

Pues bien, dada la trascendencia de esta actuación, nos comprometemos a dar cuenta en el Informe Anual 
de 2017, del resultando de la misma.

...

1.13.2.5 Deficiencias constructivas
...

Sigue siendo elevado, durante este año 2016, el número de quejas recibidas, en las que los interesados 
denuncian deficiencias estructurales en sus viviendas, o edificios donde se ubican, propiedad de la 
administración, y que se traducen normalmente en filtraciones, humedades, desprendimiento de techos 
y vigas, levantamiento de suelos.....Deficiencias éstas que hacen que las condiciones de vida resulten 
insalubres e indignas.

Frente a esta situación, nos encontramos como viene siendo habitual, con el hecho de que los afectados, 
son personas con una situación económica precaria o muy precaria, y por ello, están imposibilitados para 
hacer frente por si mismos, a las obras necesarias de rehabilitación o reparación, que les permitan vivir 
en condiciones dignas.
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Pues bien, en estos casos, venimos observando que la administración, quizás por razones de índole 
presupuestaria, no suele acometer estas obras con la inmediatez que exige la gravedad que encierra para 
sus moradores y si lo hace, no es de forma adecuada, lo que sirve únicamente para tapar durante un tiempo 
corto, las consecuencias o efectos de las deficiencias, para después volver a empezar.

Ante esta situación, esta Defensoría, atendiendo a las distintas quejas recibidas, reclama y demanda de la 
administración la necesidad de realizar las obras de rehabilitación y adecuación necesarias para que, de una 
manera definitiva, que no provisional, la familia o persona adjudicataria pueda vivir en condiciones dignas. 

Las quejas que a continuación pasamos a comentar constituyen un fiel reflejo de la problemática comentada:

• Queja 16/1833. En esta queja la interesada, una ciudadana de Vélez Málaga, manifestaba que había 
descubierto que por las arquetas de registro salían las aguas fecales que inundaban toda la vivienda, e 
indicaba que la única solución que se le había ofrecido por parte de los servicios sociales era pagarle un 
hostal, únicamente para dormir. A lo que había que añadir que padecía alzheimer y que vivía con su nieto, 
de 9 años.

A la vista de la situación expuesta, y tras la admisión a trámite de la queja, solicitamos el preceptivo informe 
del Ayuntamiento de Vélez Málaga, del que merece ser destacado lo siguiente:

“Se ha comprobado que se han realizado la reparación de los daños, se ha realizado nueva arqueta 
que conecta con la red de fecales de la vía pública en c/ (...). Que fruto de eso, en la vivienda sita en 
(...) no aparecen los vertidos sólidos que provocaban una circunstancia de insalubridad manifiesta.”    

Tras examinar la información recibida pudimos concluir que se habían llevado a cabo las obras necesarias 
para reparar el origen de las deficiencias que provocaban la entrada de aguas fecales a la vivienda de la 
interesada, por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones en la queja.

...

1.13.2.6 Permutas de vivienda por razones de 
conflictividad social y/o problemas de salud
En este año 2016, tal y como viene siendo habitual, se siguen recibiendo un importante número de quejas 
de personas residentes en barriadas de viviendas de promoción pública, adjudicatarias de viviendas 
titularidad de la Administración que acuden a esta Defensoría solicitando ayuda para poder cambiar o 
permutar la vivienda en la que residen por otra del mismo régimen, debido a problemas de convivencia 
vecinal causados por peleas o reyertas con el vecindario, ya se vean implicadas en ellas y sintiéndose 
amenazadas por ello, o simplemente manifestando su deseo de poder cambiar de lugar de residencia por 
no considerar adecuado el ambiente para la crianza de sus hijos e hijas.

Asimismo, otro grupo de solicitudes de permuta o cambio de vivienda sometida a algún régimen de 
protección, atañen a la necesidad de las personas adjudicatarias o de algún miembro de su unidad familiar 
de pasar a vivir a una vivienda mayor adaptada a la actual composición familiar o situada en planta baja 
o en edificio con ascensor, en razón a la existencia de alguna discapacidad o por otras razones de salud 
que así lo hagan necesario.

En ambos casos, podemos observar que, sea una u otra la casuística que afecta a los inquilinos de la 
vivienda protegida, en pocos casos se atendían estas solicitudes por no existir vivienda disponible. 
Si bien no podemos obviar que muchas de ellas, en un porcentaje muy elevado, están absolutamente 
fundadas y requieren una intervención urgente de las administraciones implicadas, ya que está en juego 
la integridad física y psíquica de sus ocupantes, entre los que se encuentran colectivos que son objeto de 
especial protección como personas mayores, con discapacidad o menores de edad.
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Nuevamente, y ante estas situaciones, asistimos a una vulneración del derecho a una vivienda digna, 
entendiéndose por este concepto, y atendiendo a los supuestos que nos ocupan, un lugar donde las 
personas o las familias puedan vivir con seguridad, paz y dignidad. Notas éstas que no se dan en ninguno 
de los casos comentados.

Ilustran este epígrafe, a título enunciativo, las siguientes quejas:

• Queja 15/5212. En ella, la interesada exponía que vivían en la localidad de Humilladero, en una vivienda 
protegida en régimen de alquiler. Contaba que estaban siendo víctimas de agresiones verbales, amenazas, 
e insultos por parte de unos vecinos que, además, se encontraban ocupando ilegalmente la vivienda. 
Y añadía, que la situación había devenido insostenible, habiéndose visto obligados a formular la oportuna 
denuncia ante la Guardia Civil, lo que había incrementado aún más la situación de conflicto.

La interesada estaba afectada por un grado de discapacidad del 72%, provocando la situación vivida un 
empeoramiento de su estado de salud.

La presente queja fue admitida a trámite, solicitando el preceptivo informe de la Diputación de Málaga, 
organismo éste que nos contestó en los siguientes términos:

“Mediante acuerdo de Junta de Gobierno celebrada el pasado miércoles, día 27 de enero de 2016, 
y en el punto 3.1, cuya certificación se acompaña, se aprobó el cambio de la vivienda de Dª. … a 
otra de la misma promoción que se encontraba vacía y sin haber sido hasta la fecha asignada 
a otro demandante de vivienda, cambio que se hará efectivo una vez que la demandante haya 
suscrito el correspondiente contrato de arrendamiento.”

Afortunadamente este caso se resolvió satisfactoriamente.

• Queja 16/5045. La interesada se dirigió a esta Institución, con el ánimo de denunciar la situación de 
conflictividad social que afectaba al barrio donde se ubicaba la vivienda que le había sido adjudicada, 
solicitando nuestro amparo, ante la desasistencia por parte de la Administración pública a la que se había 
dirigido en numerosas ocasiones. Manifestaba lo siguiente:

“Me fue concedida una vivienda de Emvisesa en el año 2014, a través de los Servicios Sociales. 
Desde el año 2015 lucho porque me den un cambio de vivienda donde poder criar a mis hijos 
dignamente como ellos merecen.

He sido victima de violencia de género, por mi pareja anterior y padre de mi hijo mayor. Por ello 
fui atendida en el punto Pin, al cual tengo que volver a acudir debido a que desde que vivo en mi 
domicilio actual, estoy reviviendo cosas pasadas.

Mi hijo mayor también tiene antecedentes, por lo que el médico recomienda que viva en un entorno 
tranquilo, evitando situaciones conflictivas, como las que vivimos cada día: continuas peleas, 
gritos, llegando inclusos a tiros a veces, drogas en la misma puerta donde vivimos, en todas las 
esquinas, personas drogándose en el mismo bloque, sangre por las escaleras, la cual tengo que 
estar limpiando continuamente para evitar que mis hijos cojan alguna enfermedad, ya que hay 
litronas, sangre, papelillos, plata, jeringuillas, …, situaciones muy conflictivas.

Yo vivo en un segundo, y mi techo da justo con la azotea donde se roban las placas solares, 
cables, cobres, dejándome las lámparas del techo caídas en el suelo de los golpes que dan para 
tirar las placas.

El inspector de Emvisesa tiene constancia de esta situación.

Los golpes y ruidos que estos robos provocan durante la noche despiertan a mis hijos pequeños, 
causándoles momentos de pánico.
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Tenemos que convivir con ratas como perros de grandes, pulgas, garrapatas, cucarachas debido 
a la suciedad que hay en los alrededores del bloque donde vivimos.

Mi objetivo es que, por favor, me den un cambio de vivienda donde poder educar a mis hijos sin 
que vean drogas, peleas, violencia, ...”

Contaba que esta situación la había puesto en conocimiento de Emvisesa y de los Servicios Sociales, sin 
que se hubiera atendido la misma.

Debiendo considerar de los hechos denunciados, que la interesada y su familia se encontraban en situación 
de grave peligro para su integridad física y psíquica, además de no poder obviar que estamos ante tres 
personas que forman parte de colectivos a los que legalmente se les reconoce una especial protección 
-victimas de violencia de género y menores-, de confirmarse o ratificarse ésta por la administración, 
demandaría una solución que no admitiría demoras.

En consecuencia, la queja se admitió a trámite, solicitando el preceptivo informe de Emvisesa, desde dónde 
se nos informó que teniendo conocimiento de la situación de conflictividad que estaba viviendo la interesada, 
y siendo ésta una situación que lamentablemente se produce con una frecuencia no deseada, desde esa 
empresa municipal se estaba elaborando un protocolo para tratar estos casos. De manera que una vez 
aprobado, se incluiría en el mismo el caso de la interesada, si cumpliera con las condiciones.

Dicha información está en estos momentos en fase de estudio e investigación.

Hasta ahora, en el caso de las solicitudes de permuta de viviendas protegidas públicas motivadas por las 
diversas razones antes expuestas, sólo podía llevarse a cabo, obviamente, si hubiera alguna disponible que 
pudiera adjudicarse a la persona peticionaria y la vivienda por así decirlo liberada, adjudicarla a otra familia 
necesitada. Como quiera que esta disponibilidad de viviendas desocupadas es altamente improbable, 
la otra opción era que dos familias adjudicatarias, en el mismo régimen de adjudicación, se pusieran de 
acuerdo en cambiar sus viviendas, procediendo la administración a autorizar la misma, solución también 
harto difícil, por lo que en muy pocos casos las personas solicitantes podían ver satisfecha esta pretensión.

Es por ello que damos la bienvenida al Programa de Permutas que regula el nuevo Plan de Viviendas 
y Rehabilitación de Andalucía, aprobado por Decreto 114/2016, artículos 49 a 52, como en ocasiones 
anteriores ha recomendado esta Defensoría. El objeto de este programa es facilitar la permuta de viviendas 
tanto protegidas como libres entre la ciudadanía, garantizando la adecuación de la vivienda a la necesidad 
de la unidad familiar o de convivencia que la habita, bien a título de dueña o de arrendataria; se regula 
también la calificación de la permuta como actuación protegible cuando concurran una serie de requisitos; 
las previsiones de regulación del procedimiento y finalmente, la creación y regulación de una bolsa de oferta 
de viviendas cuyas personas titulares necesiten permutarlas por otras más adecuadas a sus circunstancias 
personales o familiares.

También a nivel municipal, se han adoptado iniciativas de la misma índole, como la recientemente puesta 
en marcha, con la misma finalidad, por la Empresa Municipal de la Vivienda del Ayuntamiento de Sevilla.

1.13.2.7 Irregularidades en la ocupación y uso de 
viviendas protegidas
La casuística de este grupo de quejas es muy variada y va desde las denuncias de viviendas protegidas 
públicas desocupadas, efectuada por personas que están esperando poder acceder a una vivienda de 
estas características sin que su necesidad se pueda ver satisfecha ante la no existencia oficial de viviendas 
disponibles, a la formulada por el vecindario de barriadas de viviendas de estas características que ejerce 
sus deberes cívicos denunciando la existencia de viviendas desocupadas que, en ocasiones, han sido objeto 
de sucesivas ocupaciones ilegales, ante el temor de que estas situaciones generen conflictividad social.
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Nos encontraríamos, pues, con unas viviendas protegidas titularidad de la Administración que no cumplen 
con la función social que se le asigna, la de domicilio habitual de la persona o familia adjudicataria.

Además, en estos momentos de crisis económica en los que, lamentablemente, se ha producido un 
empobrecimiento de la población muy llamativo, los poderes públicos, más que nunca, deberán velar por 
el cumplimento de esta función social.

Asimismo, podríamos encontramos ante una vulneración del derecho de todos los españoles a disfrutar 
de una vivienda digna y adecuada, reconocido en el artículo 47 de nuestra Carta Magna, al no permitirse 
optar a la vivienda señalada, a ninguna familia que carezca de medios propios para acceder a una vivienda 
en el mercado libre.

También nuestro Estatuto de Autonomía, consagra este Derecho constitucional, incluyendo el derecho a 
la vivienda entre los derechos sociales.

Así, siguiendo la línea ya emprendida por esta Defensoría desde hace años, se han incoado en 2016, varias 
quejas de oficio, cada vez que hemos tenido conocimiento de la presunta existencia de viviendas protegidas 
públicas desocupadas, de las que merecen ser comentadas las siguientes:

• Queja 16/0062. Se inició de oficio, al tener conocimiento esta Defensoría de la presunta existencia de 
viviendas de promoción pública titularidad de AVRA, ubicadas en el municipio de Mairena del Aljarafe, 
vacías u ocupadas de forma muy esporádica, ya que algunas de las personas adjudicatarias pudieran 
tener otras viviendas en las que residían de manera habitual.

La labor inspectora realizada por el Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe arrojó el dato de que dichas 
viviendas estaban siendo ocupadas regularmente por sus titulares legítimos y destinadas al fin para el que 
se les adjudico: vivienda habitual y permanente. En consecuencia con lo expuesto, acordamos el archivo 
de las actuaciones en la queja.

• Queja 16/3358. Esta queja igualmente fue promovida de oficio, al tener conocimiento esta Institución de 
la existencia de tres viviendas presuntamente sometidas a algún régimen de protección pública, ubicadas 
en una urbanización del municipio de Hinojosa del Duque, que podrían encontrarse en situación irregular 
en cuanto a sus ocupantes se refería. Al parecer, una de las viviendas sobre las que se dirigía la denuncia 
se encontraba cerrada desde hacía 19 años, y las otras dos estaban arrendadas de forma irregular desde 
que se entregaron.

El Ayuntamiento de Hinojosa del Duque, a quien nos dirigimos en solicitud de información, nos comunicó 
que las viviendas que centraban la investigación se encontraban ocupadas por sus titulares legítimos, sin 
que hubiese existido irregularidad alguna en su adjudicación.

Ahora bien, en los casos de ocupación sin título de una vivienda protegida, nos encontramos con serias 
dificultades para que pueda ser restituida la legalidad dañada. Y es que ciertamente, la ocupación irregular 
de estas viviendas, y en estricto cumplimento de legalidad vigente, no le da otra opción a la administración 
titular del inmueble a promover las actuaciones administrativas y judiciales que procedan en aras a la 
recuperación del bien, y a su posterior adjudicación a quien a por derecho le corresponda.

No obstante, es enorme la producción normativa y jurisprudencia, que impiden que se ejecute el lanzamiento 
en aquellos casos -que desgraciadamente son los más numerosos- en los que la familia ocupante se 
encuentra en un estado de necesidad y exclusión social, hasta que por parte de la administración no se 
ofrezca un alternativa habitacional.

En efecto, la solución apuntada es por todos compartida. Sin embargo, la realidad existente nos sitúa en 
un callejón sin salida, al no disponer las administraciones afectadas de la exigida alternativa habitacional , 
lo que provoca que se eternice la situación de ocupación irregular en perjuicio de los solicitantes de buena 
fe, que llevando varios años a la espera de que se le adjudique una vivienda a través de los medios legales 
existentes, ve como la vivienda que se le ha propuesto para adjudicación ha sido ocupada por un tercero 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-la-investigacion-se-comprueba-que-las-viviendas-de-promocion-publica-estaban-ocupadas-por-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-la-existencia-de-3-viviendas-protegidas-que-estan-desocupadas-en-hinojosa-del-duque
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con menor derecho, por lo que por el momento ha visto truncada cualquier posibilidad de acceder a una 
vivienda digna.

Fiel reflejo de la situación comentada lo es la queja 15/2073. La interesada, exponía que era madre madre 
soltera y con un hijo de 3 años Y añadía, que su situación y la necesidad de proteger el interés de su hijo 
menor la obligaron a ocupar de forma irregular una vivienda de promoción pública de forma irregular. Por 
ello, solicitaba el amparo de esta Defensoría con al objeto de poder regularizar su situación en dicha vivienda.

Tras las actuaciones realizadas desde esta Defensoría con los organismos afectados, pudimos observar 
que aún no se había resuelto de forma efectiva el procedimiento administrativo de desahucio que se había 
incoado para proceder al desalojo de la vivienda ocupada, la promotora de la queja.

Pese a lo anterior, no parecía que se hubiese producido una coordinación efectiva entre la Delegación 
Territorial, titular de la vivienda ocupada, y el Ayuntamiento de Córdoba, competente tanto para determinar 
la situación de necesidad por ausencia de alternativa habitacional como para la adjudicación de viviendas 
protegidas, bien a través del Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida bien excepcionando 
el procedimiento por la existencia de situación de exclusión social o de riesgo del mismo.

A juicio de esta Defensoría, esa coordinación resultaba esencial en aras a evitar que se produjesen 
desahucios de personas residentes sin título en alguna de las viviendas de titularidad pública y no dispongan 
de alternativa habitacional.

En consecuencia procedimos a formular a la Delegación Territorial de Fomento y Vivienda la siguiente 
Resolución:

“Recomendación: Que no dicte Resolución de desahucio y el correspondiente desalojo en este 
expediente, hasta tanto se tenga certeza de que la persona promotora de la queja y su familia 
disponen de una alternativa habitacional digna y la asistencia social adecuada.

Recomendación: Que adopte las medidas que estime pertinentes en orden a asegurar la existencia 
de un mecanismo de coordinación con los Ayuntamientos de Córdoba, de forma que no se 
disponga el desalojo forzoso de una persona o familia en situación de exclusión social o de en 
riesgo de exclusión, con carencia de recursos económicos ,y/o en las que se den otras situaciones 
de vulnerabilidad, sin garantía de que dispone de alternativa habitacional y asistencia social 
adecuada.”

El otro grupo de quejas está protagonizada por aquellas personas cuyas viviendas se ubican en edificios 
en los que existen determinados inmuebles vacíos que son ocupados de forma irregular, o en zonas 
próximas a promociones de viviendas a medio terminar que igualmente son ocupadas de forma 
irregular.

Pero no es el problema de las ocupaciones en si mismo el que motiva estas quejas, sino la situación de 
conflicto social e inseguridad generada por muchos de estos ocupantes, siendo común las peleas y reyertas 
entre ellos, el consumo de drogas, la acumulación de basuras y por consiguiente, la aparición de insectos y 
roedores. En definitiva, una situación de inseguridad e insalubridad que impide a los ocupantes de buena 
fe a vivir en condiciones dignas, o al vecindario alrededor del inmueble ocupado.

Las quejas que ejemplifican estas situaciones son entre otras las siguientes: 

• Queja 15/4615. El interesado denunciaba que desde hacía 9 años, enfrente de sus casas había una obra 
abandonada de viviendas a medio terminar que había sido ocupada de forma irregular. Sus ocupantes, 
según comentaba el interesado, habían ido trayendo colchones, muebles viejos, bombonas, teléfono, etc,. 
Siendo las peleas y discusiones entre ellos algo habitual debido al alto consumo de alcohol.

Además, según describía, la obra estaba completamente llena de basuras, lo que atraía a todo tipo de 
insectos y roedores. Los vecinos de los alrededores del referido inmueble, tenían miedo de que pudiera 
pasar algo, ya que todos tenían niños pequeños y las ratas entraban dentro de sus patios.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-no-se-ejecute-el-desahucio-hasta-disponer-de-una-alternativa-habitacional
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En este caso, el Ayuntamiento afectado, ante el incumplimiento reiterado por parte de la SAREB de cumplir 
con su obligaciones como titular dominical, y una vez desalojado el inmueble por parte de sus ocupantes, 
se procedió a la ejecución subsidiaria de las siguientes actuaciones:

• Limpieza, desinfección y vaciado del sótano. Y habilitación de un sistema de vaciado de aguas que impidiese 
nuevas inundaciones del mismo.

• Cierre de todas las ventanas y huecos que daban acceso a la edificación para garantizar la seguridad de 
las obras y evitar el acceso de personas a las mismas, evitando de esta forma una nueva ocupación ilegal 
de las obras.

• Queja 16/1841. El interesado exponía que una de las viviendas del edificio donde se ubica la suya, había 
sido ocupada sin título por una chica, y añadía, que sus ocupante desde el inicio causaron graves 
problema de convivencia en la comunidad, y que describía de esta forma:

“Escándalos nocturnos a altas horas de la madrugada, motivados por la reunión de varios 
personas en la vivienda, a lo que hay que añadir la música a todo volumen, a cualquier hora 
del día o de la noche.

Insultos a los vecinos por haber denunciado su ocupación y conducta.

A pesar de tener cortado el suministro de agua por parte de Emasesa, tiraba líquidos por las tuberías 
de lo que era inicialmente el cuarto de baño, mojando el techo del piso inferior, dando lugar al 
desprendimiento de algún trozo del falso techo y poniendo, por tanto, en peligro la integridad 
física de los habitantes de dicho inmueble, entre los que hay menores de edad. Llegando a haber 
intervenido en alguna ocasión el servicio de bomberos y la policía local.

Al tener la luz enganchada, Endesa, ha procedido en varias ocasiones al corte del suministro. No 
obstante vuelve a conectar de forma fraudulenta con la red eléctrica, con el peligro de incendio 
por cortocircuito que conlleva el hecho de que el cableado del piso en cuestión no haya sido 
renovado en más de cincuenta años.

La vivienda se encuentra en un estado total de abandono e inhabitabilidad.“

Por último, decía el interesado que esta situación había sido puesta en conocimiento de AVRA, desde su 
condición de titular del inmueble ocupado, si bien no le constaba que la Agencia Pública hubiese adoptado 
medida alguna.

Solicitado el preceptivo informe de AVRA, esta Agencia Pública se pronunciaba en ellos siguientes términos:

“La vivienda a la que se refiere la queja se trata de una vivienda protegida entregada en régimen 
de arrendamiento con acceso diferido a la propiedad. Esta promoción fue transferida a la Agencia 
de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía (AVRA) el pasado año 2015.

Se constata que se han satisfecho las cantidades necesarias para poder acceder a la titularidad 
registral en fecha anterior a que se transfirió a AVRA la titularidad de la promoción, obrando 
incluso en el expediente un oficio remitido el 26 de mayo de 2003 a la adjudicataria, por el que 
se le insta a ponerse en contacto con la notaría designada al efecto para otorgar la escritura de 
compraventa, sin que ésta llegara a formalizarse.

AVRA se considera exenta de responsabilidad sobre los hechos denunciados. Hechos que, por 
otra parte, constituirían un problema de orden público que ya ha sido puesto en conocimiento 
de los cuerpos y fuerzas de seguridad de Estado.”

A la vista de lo informado, procedimos a poner la queja en conocimiento del Ayuntamiento de Sevilla, en 
lo afectante a su ámbito competencial, estando en estos momentos a la espera de recibir una respuesta 
de dicho organismo.
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1.13.2.8 Tratamiento de los grupos de especial 
protección en los procedimientos de adjudicación de 
viviendas
La normativa vigente en materia de adjudicación de vivienda protegida prevé que la selección de las 
personas adjudicatarias de estas viviendas se realizará a través de los Registros Públicos Municipales de 
Demandantes de Vivienda Protegida.

No obstante, debido al empobrecimiento que sufre un gran sector de la población andaluza y a las situaciones 
de necesidad habitacional urgente en las que se encuentran muchas familias, hace que sean muchos 
los casos en los que el registro deviene inservible para a través de él dar satisfacción a los problemas de 
necesidad de vivienda, mediante la adjudicación de alguna.

Para estos casos, nuestro ordenamiento jurídico establece una excepción a esta vía de adjudicación en 
favor de las unidades familiares más desfavorecidas. Es por ello, por lo que hemos insistido desde esta 
Institución ante los distintos Ayuntamientos, que no debe obviarse esta opción en el conjunto de actuaciones 
en materia de vivienda.

Nos referimos al Decreto 1/2012 por el que se regulan dichos registros, en cuyo artículo 13 prevé:

«Excepciones a la obligación de adjudicación mediante el Registro Público Municipal de Demandantes de 
Vivienda Protegida.

1. Se excepcionan de la obligación de adjudicación a través del Registro Público Municipal de Demandantes de 
Vivienda Protegida, por ser adjudicaciones destinadas a atender situaciones en el marco de las prestaciones 
de los servicios de asistencia y bienestar social, las siguientes:

a) Las actuaciones que tengan como objeto el realojo permanente o transitorio motivado por actuaciones 
urbanísticas,de rehabilitación o renovación urbana. Podrán referirse a promociones completas o viviendas 
concretas.

b) La adjudicación de viviendas y alojamientos a unidades familiares en riesgo de exclusión social cuando 
se justifique su carácter de urgencia por los servicios sociales del ayuntamiento.

c) La adjudicación de viviendas calificadas en programas de alquiler a entidades sin ánimo de lucro para 
destinarlas al alojamiento de personas sin recursos o en riesgo de exclusión social.

2. Estas excepciones deberán ser autorizadas, en cada caso, por la persona titular del correspondiente Registro 
y comunicadas a la correspondiente Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de vivienda.

3. El correspondiente plan autonómico de vivienda y suelo podrá establecer otros procedimientos de 
selección distintos de los previstos en las bases reguladoras de los Registros Municipales para determinados 
programas, respetando los principios de igualdad, transparencia, publicidad y concurrencia».

De otra parte, merecen mención expresa los grupos de especial protección definidos en los planes de 
vivienda. Cada Ayuntamiento, al elaborar mediante la correspondiente ordenanza municipal de las bases 
reguladoras del registro, está obligado a incluir en las mismas a estos grupos de especial protección en 
cumplimiento de lo establecido en la normativa de Andalucía. De manera que las personas incluidas en 
estos grupos recibirán una mayor puntuación en el baremo, lo que implicará una prioridad en el acceso 
a la vivienda.

En este apartado vamos a comentar algunos expedientes de queja que constituyen un fiel reflejo e ilustran 
a la perfección la problemática a la que nos referimos en este epígrafe.

• Queja 15/2119. El promotor de la queja denunciaba el hecho de que se le hubiera excluido del listado 
provisional de adjudicatarios de vivienda en una promoción de viviendas en régimen de alquiler de Vimcorsa.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-que-el-registro-municipal-de-vivienda-tenga-en-cuenta-si-una-persona-pertenece-a-mas-de-un
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Ciertamente, la exclusión se había producido por la reducción de puntos en el baremo, al haber disminuido 
el número de miembros de la unidad familiar, circunstancia ésta sobre la que no planteaba objeción. 
Mostrando su desacuerdo al no habérsele considerado la puntuación que le correspondía como víctima 
de violencia de género, ya que de esta forma había entrado en el listado de adjudicatarios de la promoción 
de viviendas en régimen de alquiler a la que optaba.

No constaba, sin embargo, sentencia condenatoria alguna que avalase la condición de víctima de violencia 
de género del interesado.

Por otro lado, el informe emitido por Vimcorsa especificaba que aunque no se le hubiera considerado la 
condición de víctima de violencia de género, el expediente del Sr. ... contaba con la máxima puntuación que 
se obtiene por la pertenencia a un grupo de especial protección, en su caso por su condición de persona con 
discapacidad, que es la misma que habría obtenido si hubiera justificado ser víctima de violencia de género.

En primer lugar, nada tiene que objetar esta Defensoría en lo que se refiere a la no valoración por parte de 
Vimcorsa de la condición de víctima de violencia de género del promotor de la queja, pues en tanto no esté 
acreditada dicha condición, no puede invocarse la misma a efectos del baremo para el acceso a la vivienda 
protegida. Es necesario añadir, además, que de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, la condición de víctima de 
violencia de género solo corresponde a la mujer.

Sin embargo, no podemos obviar el hecho de que el Sr. ... pertenezca a otros grupos de especial protección 
y solo se tome en consideración su pertenencia al grupo que le da más puntuación.

Expresado de una manera muy simple, a efectos meramente expositivos, esto significa que se puntuaría igual a 
una persona con discapacidad y a una persona que además de tener una discapacidad, es víctima de violencia 
de género, está en riesgo de exclusión social y proviene además de una ruptura de una unidad familiar.

En este sentido, es obvio que la discriminación o acción positiva que supone aportar una puntuación 
adicional a determinados grupos de especial protección, queda limitada por el tope máximo de puntos 
que establece la ordenanza.

“RESOLUCIÓN:

Sugerencia: para que valore la posibilidad de proponer la revisión de la Ordenanza Municipal 
Reguladora del Registro Municipal de Demandantes y de la Selección de Adjudicatarios de Vivienda 
Protegida, con el fin de que se incremente la puntuación de los demandantes que acrediten su 
pertenencia a más de un grupo de especial protección.

Consideramos que actuando en la forma que propugnamos se lograría una mayor adecuación 
de la actuación administrativa al mandato del artículo 9.2 de la Constitución a los poderes 
públicos, que deben promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y 
de los grupos en que se integra sean reales y efectivas y remover los obstáculos que impidan o 
dificulten su plenitud.”

Asimismo, en la queja 16/1348, la persona promotora con una discapacidad reconocida del 35%, estaba 
empadronada en Rota desde el 1 de diciembre de 2010 e inscrita como demandante de vivienda protegida 
en el Registro Público Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida de ese municipio desde el 1 de 
julio de 2013 y solicitaba vivienda protegida en régimen de alquiler, de dos habitaciones, teniendo unos 
ingresos de 1,18 IPREM.

Desde que el interesado se había inscrito en el Registro Municipal (mes de julio de 2013), no se 
había realizado ninguna promoción de viviendas nuevas, ni viviendas de segunda ocupación, que 
perteneciesen al cupo de reserva de viviendas para personas con discapacidad.
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El interesado, en el curso de la tramitación de la queja, había identificado diversas viviendas de carácter 
público para cuya adjudicación, a su juicio, no se habían tomado en consideración las circunstancias 
personales que había alegado.

El Ayuntamiento de Rota, nos indicaba en su informe que las viviendas que eran de su propiedad no 
pertenecían al cupo de discapacidad y ambas promociones tenían una lista de reserva, por lo cual no se 
podía proceder a la adjudicación por el Registro de Demandantes de Vivienda Protegida hasta que no se 
hubiese agotado el listado aprobado. En similar situación se encontraba otra vivienda que pertenecía a la 
Junta de Andalucía.

A la vista de las circunstancias concurrentes en la queja, formulamos al Ayuntamiento de Rota la siguiente 
Resolución:

“Sugerencia: que valore la situación de necesidad de vivienda protegida de las personas con 
discapacidad que residen en el municipio de Rota y adopte las medidas que estime oportunas, 
en el marco de la planificación andaluza en materia de vivienda, para la satisfacción del derecho 
de acceso a la vivienda de estas personas”.

Finalmente en la queja 16/1848. Su promotor, residente en el municipio gaditano de Chiclana de la Frontera 
exponía que pese a estar registrado como demandante de vivienda protegida desde que se produjo 
la ruptura de su relación matrimonial y tuvo que abandonar la vivienda familiar, en  junio de 2010, aún no 
había resultado adjudicatario de vivienda.

Esta situación le suponía un grave perjuicio pues, entre otras cuestiones, apenas podía cumplir adecuadamente 
el régimen establecido de visitas de su hijo, al no disponer de vivienda para ello.

A la vista de la información a la que tuvimos acceso a través de nuestra investigación en la queja, acordamos 
formular al Ayuntamiento de Chiclana de la Frontera la siguiente Resolución:

“Recomendación para que los Servicios Sociales de Chiclana de la Frontera valoren si la persona 
interesada en esta queja en la actualidad se encuentra en riesgo de exclusión social y se valore 
además si debido a la necesidad de vivienda de dicha unidad familiar, fuera urgente excepcionar 
el régimen de adjudicación de vivienda a través del Registro Público Municipal de Demandantes 
de Vivienda Protegida”.

A la fecha de redacción de este Informe, aún estamos esperando respuesta de los organismos a los que 
nos hemos dirigido en relación con la aceptación o no de las resoluciones formuladas.

1.13.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones no aceptadas
...

• Queja 16/2160, dirigida al Ayuntamiento de Lucena, relativa al desahucio de una vivienda, con tres 
menores, sin garantía de que dispongan de alojamiento alternativo.

...

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-ayuntamiento-de-rota-que-estudie-la-necesidad-de-vivienda-para-personas-con
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-pedimos-a-la-administracion-que-valore-si-la-persona-esta-en-riesgo-de-exclusion-social-para
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-un-posible-desahucio-de-una-familia-con-hijos-menores-0
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